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INTRODUCCIÓN

El presente trabajo tiene dos propósitos. En primer lugar proponer una lectura de la evaluación de las políticas públicas haciendo foco en su lugar dentro de los regímenes democráticos, situando por un momento en un segundo plano  la explicación de su racionalidad como tecnología de gestión.

En segundo lugar explicar las características de implementación del sistema de evaluación de la Subsecretaría de Gestión Pública de la provincia de Buenos Aires, haciendo hincapié en la utilidad de esta experiencia y su metodología como instrumento de democratización de la administración pública.

La Subsecretaría de Gestión Pública depende de la Secretaría General de la Gobernación. Es el área encargada de los temas referidos a la mejora de la administración pública provincial: diseño de las estructuras del Estado, definición de los modelos de empleo público, formación de los funcionarios y funcionarias y coordinación de los programas de innovación en el Estado.

Por lo tanto la experiencia presentada se expresa en dos planos: el sistema de evaluación de las acciones de la Subsecretaría (expresadas en el Plan Trienal de la Gestión Pública 2004-2007
) y las asistencias y recomendaciones a las demás oficinas públicas provinciales –y también municipales- que la Subsecretaría realiza por su propia competencia.

Concretamente en este artículo presentaremos la metodología participativa utilizada para evaluar el plan trienal en su etapa intermedia en diciembre de 2005.

Antes de compartir esta experiencia nos interesa proponer una discusión teórica acerca de la evaluación y su relación con los diferentes componentes de los sistemas democráticos. Esta “selección” de enfoque teórico se debe a que entendemos como necesario “situar” el desarrollo de los sistemas de evaluación en la complejidad que los constituye.    

SITUACIÓN DE LA EVALUACIÓN DE POLÍTICAS EN LOS SISTEMAS DEMOCRÁTICOS

Los principales componentes del sistema democrático son tres: electores, partidos políticos y administración. Existe entre ellos una serie de mecanismos de mediación de gran complejidad, y a cada parte le cabe un tipo de responsabilidad diferente por el funcionamiento de este sistema. 

Evidentemente existe una relación compleja y hasta conflictiva entre la “representación de la ciudadanía” (sobre todo cuando el imaginario social plantea a esta última como un universo no contradictorio y homogéneo), las metas partidarias y los fines de la administración. En primer lugar debido al alto porcentaje de personas que quedan fuera del alcance de esa representación: pobres, desocupados, analfabetos, hambrientos, desatendidos en su identidad nacional y / o religiosa, etc.

En segundo lugar debido a la complejidad intrínseca de la interacción entre estos tres componentes. Cada uno presenta a su vez diversas posturas políticas, intereses contrapuestos, sistemas de mediación, etc. 

En tercer lugar debido a los  cambios en las características de tal representación, la evolución de los partidos de masa, los medios de comunicación y la llamada democracia de audiencia. Cuestiones que llevan incluso a que algunos autores hablen de una crisis de representación. 

Las personas que son elegidas para representar a la ciudadanía no son las que luego implementarán las políticas para concretar esa representación, la “lógica” de funcionamiento de la esfera política es diferente a la “lógica administrativa”, siendo el diálogo entre ambas  un aspecto de gran trascendencia para la calidad del sistema democrático. 

La evaluación de políticas públicas forma parte de este conjunto imbricado que conforma la democracia. Más aún, es una de las expresiones de esta complejidad de relaciones y responsabilidades. Puede considerarse además como “puente” o “nexo” entre los tres componentes de la democracia: puentes de control, puentes de rendición de cuentas, puentes de transparencia y de participación; el acento varía de acuerdo a la lectura y postura ideológica de quienes propongan la teoría.

El inconveniente es que muchas veces las diferentes tecnologías de evaluación propuestas y aún implementadas no explicitan qué teorías y miradas sobre la democracia y sus componentes las sostienen. 

En las dos últimas décadas cobran mayor difusión y protagonismo expresiones como evaluación de resultados, rendición de cuentas, evaluación de la gestión pública y sistemas de control. Generalmente el desarrollo de estas propuestas se concentra en la administración y la búsqueda de eficiencia en su gestión.

En este artículo nos proponemos “mirar por debajo” de las definiciones metodológicas de la evaluación, indagando acerca de la relación que la evaluación tiene con los demás componentes de la democracia y la incidencia de estas relaciones en la definición y calidad del funcionamiento de los sistemas de evaluación.

¿Es “la ciudadanía” quien debe controlar al sistema político que la representa? ¿Es la burocracia quien debe rendir cuentas… a quien? ¿Quizás al sistema político, quizás a la ciudadanía? 

Siendo más específicos, ¿son los políticos electos quienes deben evaluar el desempeño de los funcionarios del ejecutivo que no han sido elegidos por el pueblo? ¿Son estos últimos quienes deben controlar a la burocracia? ¿Es la burocracia que debe a través de distintos mecanismos controlarse a sí misma? ¿Debería más bien existir en todas partes organismos externos a estos tres componentes que controlen todo el sistema en general y sus resultados? 

La discusión y el debate acerca de la evaluación de políticas públicas deben surgir a través del estudio y la lectura crítica de estas cuestiones. Todo diseño de un proceso de evaluación, se encuentra teñido de esta realidad y alimentado por estas definiciones. Por lo tanto nos proponemos en las siguientes páginas recorrer algunas conceptualizaciones  que nos ayuden a confirmar, revisar o simplemente recorrer las definiciones que sustentan  nuestras ideas sobre la evaluación.

EL ELECTORADO: PRIMER COMPONENTE DE LA DEMOCRACIA

El primer componente de la democracia es el electorado. Los habitantes que cumplen con determinados requisitos optan a través de un proceso de votación a quienes “velarán por sus intereses” y los representarán en las decisiones de gobierno de un territorio determinado. El desempeño de esos electores a su vez incide en todas las personas, aún si no están involucradas en el proceso electoral: niños, ancianos, adultos que no han votado, extranjeros, etc.  

¿Son los intereses siempre iguales para todos los grupos sociales? ¿Cuáles son los procedimientos utilizados para jerarquizar esos intereses expresándolos en una serie de políticas? ¿Cuáles son los mecanismos disponibles para evaluar que un representante electo ha realizado una selección apropiada de intereses, los ha expresado en la implementación de una política pública y por lo tanto ha representado correctamente a la ciudadanía? 

Cuando se hace referencia a la ciudadanía y su relación con los demás componentes de un sistema democrático en ocasiones se utilizan  términos como “intereses comunes”,  “públicos” o “generales”. 

Adam Przeworski (2004) distingue diferentes estructuras de intereses que pueden ser representados por un gobierno:

A- Aquellos que no encuentran resistencia ni provocan conflictos en ningún grupo social. Intereses armoniosos, cosas que todo el mundo quiere que ocurran como resultado de una decisión (Ej. Evitar un desastre natural).

B- Otros intereses pueden ser analizados desde el “dilema del prisionero”, si cada individuo tuviera la posibilidad de decidir por sí solo sobre una cuestión pública, la comunidad llegaría a un estado de cosas  estrictamente inferior a la situación que podría lograrse si las personas votaran y la decisión alcanzada a través de la mayoría de votos fuera forzada. El interés general no es la suma de los intereses individuales, por lo tanto las personas deben ser cohesionadas por su propio bien, y el voto autoriza esa coerción.

C- En tercer lugar existen los intereses abiertamente contrapuestos entre diferentes grupos. En un conflicto de intereses el gobierno aplica políticas que inevitablemente benefician a un grupo y desfavorecen a otro.

Por lo tanto una forma de valorar o evaluar la acción de un gobierno con respecto a la satisfacción de los distintos tipos de intereses existentes en una sociedad puede darse a través de la comparación de la situación lograda con respecto a algún criterio de bienestar social definido con anterioridad.

La democracia prevé -con variaciones de acuerdo al sistema adoptado-  circuitos legales para que los ciudadanos, asociaciones, partidos de la oposición o el mismo poder judicial soliciten un “castigo” por acciones ilegales llevadas a cabo por los representantes electos. En cambio no resulta tan sencillo o tan directo para los ciudadanos evaluar y asignar valores de “bien para arriba” a las políticas implementadas por un gobierno determinado.  

Por lo tanto si el propósito es que la ciudadanía evalúe el desempeño de un partido político en el gobierno parece necesario revisar los mecanismos mediante los cuales los candidatos a representar los intereses de la ciudadanía comunican su propio criterio de bienestar social, su jerarquización de intereses y las políticas previstas para ejercer esa representación. Resulta una tarea bastante difícil valorar o evaluar sin definir claramente los parámetros de esa evaluación ¿Cuáles son los parámetros de comparación que una persona utiliza al decir que una acción determinada del gobierno es mala, regular, buena o muy buena?

LOS PARTIDOS POLÍTICOS

Como componente de la democracia se ha nombrado en segundo lugar a los partidos políticos. Por supuesto el objetivo de este trabajo no es desarrollar conceptos novedosos propios a las ciencias políticas, ni siquiera recorrer la inmensidad de paradigmas y desarrollo teóricos que tratan de explicar el funcionamiento de los partidos políticos, del sistema político en general. Sólo tomaremos algunas ideas que nos ayuden a situar la discusión acerca de la evaluación de políticas públicas y su relación con este componente de la democracia. 

Tomaremos para seguir este análisis los postulados de Bernard Manin acerca de las características de la democracia de partidos y la llamada democracia de audiencias. 

Los partidos políticos con sus burocracias y redes de militantes fueron creados para movilizar y representar a un electorado ampliado. En su nacimiento los partidos políticos de masas prometen llevar a los cargos políticos al “hombre común”. Ocurre además un cambio en los términos de la representatividad, los votantes “transfieren” la confianza que expresan con su voto en los candidatos “individualizados” a los partidos políticos. Las personas votan ahora a un partido político, y es esa organización quien selecciona a sus candidatos.

En esta forma de representación, el sentido de pertenencia y de identidad social determina las actitudes electorales, mucho más que la adhesión a los programas de los partidos. Es cierto que a diferencia de los partidos anteriores, los partidos de masas formados a fines del XIX propusieron detallados programas y desarrollaron sus campañas a partir de ellos, pero la mayor parte del electorado no tenía una idea detallada de las medidas propuestas.

Otra característica de la democracia de partidos es que al estar basada en el compromiso, los partidos tienen la libertad de no llevar a cabo todos los planes una vez en el poder. Aunque tienen un compromiso asumido con el electorado de seguir determinadas políticas expresadas en los programas.

Por lo tanto, y votando las personas a través de la confianza en el partido, es la autoridad del mismo quien evalúa los programas que serán implementados.

En los años setenta se produce un gran giro en los procesos electorales. Las preferencias políticas cada vez menos pueden ser explicadas a partir de las características sociales, económicas y culturales de los votantes. Los resultados electorales varían de una elección a otra aún permaneciendo invariable el trasfondo socioeconómico y cultural de los votantes.

La individualidad de los candidatos parece ser uno de los factores esenciales de estas variaciones: las personas parecen votar de modo distinto de una elección a otra dependiendo de la persona en particular que compita por su voto. El candidato tiene más importancia que el partido al cual pertenece o el programa que presenta. 

Si bien se observa una tendencia a la personalización del poder, los partidos siguen desempeñando un papel fundamental. En primer lugar porque todavía en muchos casos los votantes votan al partido antes que a sus candidatos. En segundo lugar porque es en la arena partidaria donde se seleccionan los candidatos. En tercer lugar porque son los partidos quienes aportan los recursos cruciales como por ejemplo las redes de contacto.
Con respecto a la inidvidualización de los candidatos es importante el papel de los medios de comunicación de masas, a través de ellos los políticos  pueden comunicarse directamente con sus votantes sin la mediación de la red del partido. Los candidatos exitosos son ahora los personajes mediáticos, personas que tienen un buen dominio de las técnicas de comunicación mediática. La democracia de audiencias es el gobierno de los expertos en medios.

Los resultados electorales varían significativamente, aun entre breves lapsos temporales, dependiendo de los temas que formen parte de las campañas. La formación de preferencias políticas tiene una dimensión más reactiva que en la democracia de partidos. Los votantes parecen responder más que expresar. El electorado aparece como una audiencia que responde a los términos que se le presentan en el escenario político.

Las promesas electorales se vuelven en este terreno imágenes nebulosas. Al igual que en las demás disciplinas, el bombardeo de información, la conexión constante de los individuos con el entorno a través de los medios, no necesariamente significa mejor información para la toma de decisiones. La exposición de los candidatos en los medios no implica que sus votantes puedan construir a través de ella una imagen precisa de sus propuestas y programas.

Ahora bien, ¿qué relación guardan las diferentes formas de institucionalidad política con el desarrollo de sistemas de evaluación de las políticas y programas públicos? 

Las formas reales de “promoción” o “carrera” de las personas en la esfera política poco tienen que ver con los antecedentes exitosos en gestión que los dirigentes políticos acumulen en su currículo.

Los partidos políticos son organizaciones cuyo objetivo es alcanzar y retener el poder, para poder entre otras cuestiones controlar la administración pública. Para implementar sus políticas deben primero alcanzar y luego mantener el control del gobierno. Esta situación es inherente a toda democracia. Los partidos en el gobierno y fuera de él no pueden abstraerse de las consecuencias políticas de sus decisiones. 

Por lo tanto todas las decisiones – también aquellas relacionadas con la selección de los candidatos y las líneas de gestión- son tomadas en este marco.

Las propuestas para lograr que estas “reglas de juego” o  mejor dicho estas características intrínsecas al funcionamiento del sistema político maximicen el bienestar general todavía no han sido encontradas.

Es cierto que el sistema prevé diferentes formas de distribución del poder para equilibrar las relaciones de fuerza, y distribuir así en diferentes cuerpos la responsabilidad del bien común. Pero aún así resulta casi imposible encontrar un equilibrio entre control multipartidario, relaciones entre los poderes (ejecutivo, legislativo y judicial) y el poder de decisión necesario que un grupo de gobierno debe poseer para no ver diluida su capacidad de implementar una política.

Existe entonces una relación entre las “formas” de vida institucional de los partidos políticos (modos de acumulación de poder, sistemas de selección de autoridades partidarias y candidatos,  diálogo con otros partidos, comportamiento de los partidos en la oposición, etc.) y la evaluación de políticas públicas. 

Este vínculo se establece teniendo como mediación el proceso de formulación de políticas públicas y la implementación de los mismos en las organizaciones del Estado.

En ocasiones los analistas pierden de vista que el dirigente político, el candidato y hasta el militante es quien en determinado momento, más tarde o más temprano, se desempeñará como gestor público, como funcionario de la administración, como responsable de la definición e implementación de una política.

Por lo tanto las capacidades construidas en la vida partidaria o en su paso por las instituciones políticas serán las que utilizará luego en la gestión. Las “formas” de relacionarse con otros actores, con grupos diferentes de poder, las maneras de acumulación de fuerzas entre otras capacidades serán las mismas.

En este sentido es importante insistir en el fortalecimiento de las instituciones políticas: formación histórica, económica, social, formación sobre la gestión pública, sobre el diseño y formulación de políticas.

Aunque por supuesto, la complejidad del funcionamiento de este tipo de instituciones excede el campo de la formación y el fortalecimiento.

En algunos países es necesario todavía promover una mayor conciencia acerca de la importancia de nombrar a personas idóneas para cumplir responsabilidades en la administración pública.

Pero esta realidad se encuentra directamente relacionada con la escasa importancia que las estructuras partidarias dan a la formación integral y puntual de sus integrantes. Esta es una realidad acentuada sobre todo en América Latina. 

Es razonable que un político electo, al momento de asumir un cargo, quiera designar en los puestos de importancia a personas de su confianza. El problema se manifiesta cuando en ese “círculo de confianza” con quien comparte una identidad partidaria no se encuentran precisamente quienes más se han preparado para llevar a cabo una política pública en particular.

Por este motivo resulta importante la promoción de espacios de formación partidaria, y sobre todo la valoración de las personas que, teniendo una vocación de militancia política, se forman y especializan para la formulación y gestión de políticas públicas.

LA ADMINISTRACIÓN

Mientras que a las instituciones de la “política”, es decir partidos políticos, parlamentos y gobiernos elegidos se les asigna la tarea de formación de voluntad, a la administración se le atribuirá la ejecución o cumplimiento de esa voluntad.( Renate Mayntz, 1985)
La burocracia debe implementar las decisiones que toman los políticos, de hecho la administración no es un poder en sí mismo sino una emanación instrumental no trascendente para aplicar la voluntad de los poderes constitucionales (Koldo Echevarria, 2005)
En primer lugar las características del sistema político constitucional determinan el poder y el grado de exposición de la democracia. En el sistema parlamentario la relación entre representantes electos y ciudadanos tiene una vía de concreción, por lo tanto la responsabilidad cae en el gobierno y sus ministros ante el legislativo. En cambio en los sistemas presidencialistas el vínculo de representatividad es doble haciendo más complejo el funcionamiento de la burocracia, cuyos miembros cobran protagonismo al relacionarse con dos principales: el parlamento y el ejecutivo. (Koldo Echevarria, 2005)

Ahora bien, más allá de tener principalmente un carácter instrumental la administración tiende constantemente a desprenderse de su condición de “medio”, a sustraerse del mandato de las instituciones políticas y a constituirse como centro de poder propio. La administración, desde sus orígenes expresa intereses propios. Esta actitud de independencia de la burocracia frente a la dirección política la sostiene en parte en la supuesta superioridad de su conocimiento especializado, constituyendo esta característica la base de su poder.

Se explica de esta manera la complejidad que asume la relación entre política y administración. Por un lado, si la administración no actúa como leal instrumento de la jefatura política las elecciones democráticas pierden gran parte de su valor. 

Por otro lado los mecanismos de representación  parecen estar en crisis, frente a esta crisis la administración fortalece su argumentación y en cierta medida su poder de acción sobre la implementación de las políticas públicas, llegando al punto de existir posturas que sostienen la posibilidad de un “avance” de la administración sobre las competencias de las instituciones políticas.

De esta forma existen diferentes posturas acerca del “lugar” que debe ocupar la administración al momento de diseñar, implementar y evaluar políticas. En las últimas décadas ciertas teorías resaltaron la “objetividad” de la administración como dato positivo y deseable para la optimización del funcionamiento del Estado.

El ideal de la “administración racional al servicio del interés público” es producto – en el mejor de los casos - de una fantasía.

Además puede no ser considerado ni siquiera un “ideal”. La administración tiene un carácter instrumental que debe estar “alimentado”, “sostenido”, “animado” por proyectos de desarrollo de la comunidad y sus integrantes, y este concepto tiene componentes que van más allá de  razones instrumentales.  La formación de la voluntad como expresa Mayntz es una competencia de las expresiones políticas.

“Nada garantiza que las burocracias independientes velarán de manera objetiva por los intereses de la comunidad”.( Adam Przeworzi, 2004)
Por lo tanto el camino por recorrer tiene dos vertientes: la resolución de la crisis de representatividad, ciertos autores hablan de reforma política que democratice el sistema político (Nuria Cunill Grau, 2005), y una reforma de la administración que la ponga a la altura y demanda de los tiempos que corren. 

Esto significa que al interior de las organizaciones públicas es necesario fortalecer las capacidades de implementar políticas, los ejes de este fortalecimiento parecen ser:

· Mayores niveles de profesionalización de la gestión pública: idoneidad de las personas para ocupar los diferentes puestos de trabajo.

· Flexibilizar sus estructuras y sus procedimientos: incorporar efectivamente el uso de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación. Lograr que cada proceso tenga el foco en la resolución rápida y pertinente de las diferentes necesidades de la ciudadanía.  

· Democratizar la gestión a través de la implementación de metodologías participativas de planificación, gestión y evaluación.

· Mayor claridad en la definición de los objetivos de gestión y fortalecimiento de los sistemas de evaluación y comunicación de los resultados alcanzados.

Estos, entre otros, son los cambios que aparecen como necesarios para mejorar la calidad de la gestión pública. Pero difícilmente el alcance de mayores índices de eficiencia administrativa logrará una transformación perdurable en el sistema democrático. Estas mejoras deben estar acompañadas del fortalecimiento de las instituciones políticas, a quienes la administración debe acompañar en la ejecución de la voluntad pública.

Por otra parte es cierto que la administración necesita cierto margen de independencia para cumplir con las tareas que tiene encomendadas. Esta independencia encierra a su vez el riesgo de que la administración siga sus propios intereses y postura política saliéndose del control legítimo que sobre ella ejerce las instituciones políticas.

Renate Mayntz en su libro ya citado presenta tres grupos de condiciones que inciden en la concreción del riesgo de autosuficiencia perseguido por la administración:

1- Características mismas de la administración

El personal administrativo: Son personas que tienen una orientación profesional determinada, si esta identidad es más fuerte que el sentido de pertenencia a la dirección política, entonces es mayor el riesgo de búsqueda de la autosuficiencia. 

En segundo lugar el personal administrativo tiene una pertenencia social determinada, y esto puede hacer que actúe en beneficio de su grupo y no de los restantes. De estos elementos se desprende la independencia social del funcionario. La independencia personal del funcionario se acrecienta cuando sus conocimientos y su capacidad son imprescindibles para el funcionamiento del Estado y posen alternativas profesionales fuera de la administración.

Características estructurales de la administración: La magnitud, la cohesión social y la centralización de la administración influyen en la tendencia a la autonomía de la administración.

Cuanto más grande sea una administración, mayor será la diferenciación interna de posiciones. Esto debilita la cohesión de la administración como grupo unitario de acción.

Tipo de tareas de la administración: El monopolio en el cumplimiento de las tareas y prestación de servicios de la administración fortalece su discrecionalidad y aumenta las posibilidades de imponer una postura política propia.

2- Características del entorno social

El grado de independencia de la administración depende también de su capacidad para convertirse en aliada de grupos sociales influyentes, aumentando de esta manera el margen de maniobra frente al grupo político dominante.

3- Sistema político

Cuanto más elevada sea la densidad de poder, la unidad y la autonomía del grupo político dominante, más difícil será para la administración sustraerse de su conducción.

La relación entre política y burocracia depende en gran medida del grado de autonomía que adquiera y / o pretenda la administración y de la dirección que se da a esa autonomía.

La política tiene por otra parte ciertas herramientas que le permiten ejercer el control sobre la administración:

a- Da a la administración bases de acción con un margen de acción limitado.

b- Se reserva el derecho presupuestario, es decir la asignación de medios.

c- Decide sobre la provisión de los más altos cargos de la administración.

d- Controla, aunque con cierta dificultad,  la legalidad de la acción administrativa. 

Pero las instituciones políticas no prevén por lo general el control de adecuación de objetivos y resultados alcanzados por la administración, más allá de los pedidos puntuales que el parlamento puede hacer a través de sus interpelaciones.  

Si en las páginas anteriores escribimos acerca de la necesidad de fortalecer las instituciones políticas y la administración, debemos decir también que tenemos ante nosotros el gran desafío de encontrar mejores formas de vinculación entre las esferas política y administrativa. La planificación y la evaluación con estrategias participativas se convierten aquí en la clave.

Hasta aquí hemos recorrido una serie de conceptualizaciones que nos plantean la complejidad en la definición de los diferentes componentes de la democracia y su conjunto. Los procesos de planificación y evaluación, sobre todo a través de estrategias participativas, permiten el fortalecimiento y la interrelación entre los distintos sectores de la comunidad,  las instituciones políticas (partidos) y la administración. A su vez profundiza la democratización de las instituciones.

En el cuadro 1 hemos intentado sintetizar la interacción de los diferentes componentes de la democracia y el papel de la planificación y evaluación de políticas en este contexto. 

EVALUACIÓN, GOBIERNO Y GESTIÓN

Los sistemas de evaluación deben ser pensados teniendo en cuenta las características contextuales de cada uno de los componentes del sistema democrático.  Situar a la evaluación de políticas públicas solamente desde su sentido de mejora de la  eficacia y / o control en el ámbito de la gestión es un reduccionismo del término.

El autor Joan Subirats plantea como primer elemento de reflexión al momento de introducir elementos de evaluación la diferenciación de los temas que son propios del ámbito de Gobierno y aquellos que son propios del ámbito de Gestión.

No significa que sean ámbitos separados, sino que podemos distinguir acciones más relacionadas con el gobierno y acciones más relacionadas con la gestión. A su vez estos dos ámbitos pueden subdividirse pensando en lo estratégico y lo operacional.  Esta distinción nos permite organizar los espacios en cuatro cuadrantes, que el autor esquematiza de la siguiente manera:

	
	Estratégico
	Operacional

	Gobierno
	1
	2

	Gestión
	3
	4


Fuente: Joan SUBIRATS ¿Podemos utilizar los instrumentos de evaluación como palanca de gobierno del sector público? Congreso Internacional del CLAD. Madrid. Noviembre de 2004

El autor utiliza como analogía a  la navegación, donde es necesario diferenciar las acciones de remar (4: Gestión Operativa), timonear (3: Gestión Estratégica),  las labores de contramaestre: gobierno de operaciones, funciones de control, supervisión, etc. (2: Gobierno Operativo) y por último labores de capitanía, el campo propio de la navegación (1: Gobierno Estratégico). Sin llenar este espacio faltan criterios de consistencia para poder comprender una labor evaluadora seria. Sin carta de navegación, ni remar ni timonear tiene demasiado sentido. 

La evaluación desarrollada en las esferas de la gestión puede ser útil para aumentar la eficiencia de las administraciones, mejorando la utilización de los recursos, racionalizando los procesos internos y promoviendo mejores resultados de gestión. 

Pero no se debe perder de vista que estamos hablando sólo de la administración. Es cierto que ninguno de los tres componentes de los sistemas democráticos sobrevive y actúa separado del resto, pero los sistemas de evaluación que hablan específicamente del nivel institucional, están valorando los aspectos de implementación de una política, es decir un recorte del complejo sistema de representación y de relación entre la ciudadanía, el sistema político y la administración.

El desafío se encuentra en poner atención en el tipo y calidad de las interrelaciones entre esas organizaciones públicas,  los sistemas de Gobierno y el impacto en la calidad de vida de la población. Los sistemas de evaluación que sólo examinen los componentes internos del funcionamiento de la administración, consiguen en el mejor de los casos avanzar en la mejora de su eficiencia y del grado de cumplimiento de las previsiones procedimentales. 

DISEÑO DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

El hilo conductor entre los tres componentes del sistema democrático es el proceso de diseño e implementación de las políticas públicas. Este proceso culmina con la evaluación, aunque sabemos que la evaluación no debiera aparecer únicamente al finalizar el proceso.

Por lo tanto las teorías que alimentan las ideas y los análisis acerca del proceso de diseño de las políticas públicas influyen directamente en las posturas acerca de la evaluación de las mismas.

No es el objetivo de este artículo presentar la infinidad de desarrollos teóricos existentes en esta materia, ni siquiera se plantea como propósito realizar un recorrido superficial por estas teorías. Sólo nos detendremos en ciertos conceptos que nos ayudan a situar, fundamentar y explicar la importancia de las metodologías participativas de evaluación en el contexto del diseño e implementación de las políticas públicas.

Aguilar Villanueva (1992) define a la política como: Reglamentos y programas gubernamentales, considerados individualmente o en su conjunto, esto es, los productos de las decisiones de autoridad de un sistema político. Más que una decisión singular, una política es un conjunto o secuencia de decisiones. Sus componentes son: 

1- Institucional: las políticas son elaboradas por una autoridad formal.

2- Decisorio: La política es una secuencia de decisiones relativa a la selección de medios y fines para resolver un problema determinado.

3- Conductual: Una política no es sólo una decisión sino también un curso de acción.

4- Causal: las políticas son los productos de acciones que tienen efectos en el sistema político y social.

Una política es un comportamiento propositivo, es una acción con sentido. Es un curso de acción en un doble sentido: como curso de acción deliberadamente diseñado y el curso de acción efectivamente seguido. 

Las políticas no son una suma de cálculos racionales, es decir no se conforman únicamente y algunos autores agregarían ni principalmente de decisiones racionales en el sentido de elección de la mejor de las opciones entre un conjunto de posibilidades.

Una política es el resultado de un proceso de negociación entre diferentes grupos de actores, con distintos y quizás contrapuestos intereses. Por lo tanto la manera más pertinente de “dar cuenta” del desarrollo de esa política es a través de metodologías que expresen la complejidad de ese proceso de negociación. Esto puede lograrse mediante metodologías participativas de evaluación.  

Los esquemas que explican a las políticas desde la solución racional de problemas (determinación del objetivo, orden de preferencias, selección de opciones de acción, puesta en práctica de la alternativa optima, evaluación de resultados y aprendizaje de los mismos) sirven como “guía de acción”, pero son insuficientes para comprender la realidad del proceso de definición e implementación de una política pública.

Las propuestas de evaluación que se corresponden con las lecturas de las políticas desde el esquema “acción racional respecto de fines” son aquellas que definen a la evaluación como la aplicación de ciertas metodologías que permitan la recolección de información sobre los programas para valorar de manera objetiva los resultados alcanzados.
Resulta interesante el desarrollo del autor Giandoménico Majone y su concepción dialéctica del análisis de las políticas. Majone afirma que la política poco se parece al proceso de solución racional de problemas y mucho al proceso de argumentación y convencimiento intersubjetivo. Si se quiere incidir en una decisión política será necesario explicar un cierto tipo de decisión y persuadir a los demás a que la acepten.

Trata a la intervención en políticas públicas como un trabajo “artesanal”, poniendo el foco en la capacidad personal del analista de ser convincente mediante la producción de sólidos argumentos, con buenas razones a partir de la información disponible. Este trabajo artesanal se realiza mediante la argumentación, que según Majone es el “vínculo que conecta los datos y la información con las conclusiones del estudio analítico”.

Por su parte Wildavsky habla de la distinción entre “cavilación intelectual” e “interacción social” como componentes propios e interdependientes del análisis de políticas. Y sigue, la principal tarea de la reflexión intelectual es vigila, evaluar, modificar y de este modo consolidar la interacción social.

Giandoménico Majone rescata y destaca el sentido político de las políticas. La política es más que la decisión, y por ende mejorar la política implica algo más que mejorar la eficiencia de las decisiones en sus aspectos técnicos y económicos. La política es un proceso decisorio complejo, más que un acto de decisión aislado y único.

Majone al mismo tiempo recupera la racionalidad propia de la política. No se trata de rescatar la política convirtiéndola en acción irracional, como arena de pasiones, conflictos, prejuicios e intereses,  o transformarla en “acción racional” en un   sentido menor. Estas dos concepciones ignoran la racionalidad pública de la política, que rebasa tanto de la racionalidad instrumental como la racionalidad estratégica.

La tesis central de Majone es que la racionalidad política es una racionalidad política pública, y no sólo estratégica o productiva, orientada simplemente al logro de metas y resultados. 

Desde esta perspectiva del proceso de definición e implementación de las políticas públicas, la evaluación adquiere también una racionalidad diferente. Deja de ser entendida como una metodología que intenta generar “información verdadera” sobre los programas y sus resultados para pasar a concentrarse en las perspectivas divergentes, buscando un diálogo que logre convergencias acerca de los resultados de las políticas públicas.

En este marco adquieren relevancia y pertinencia las metodologías participativas de evaluación de políticas y programas públicos.

Este es el marco desde el cual se ha diseñado el sistema de evaluación de la Subsecretaría de la Gestión Pública. A continuación se presenta la metodología mediante la cual se llevó a cabo la evaluación intermedia del plan trienal de la gestión pública.

EVALUACIÓN INTERMEDIA DEL PLAN TRIENAL DE LA GESTIÓN PÚBLICA: UN EJEMPLO DE METODOLOGÍA PARTICIPATIVA

El Informe de avance de gestión es la síntesis de los logros alcanzados por la Subsecretaría de la Gestión Pública en el año 2005.

Los proyectos y acciones llevadas adelante en conjunto por los equipos de conducción  y los trabajadores de la Subsecretaría son aquellos contemplados en el Plan Institucional,  que abarca un período de tres años. Se denomina Plan Trienal de la Gestión Pública, comienza en abril de 2004 y finaliza  en julio de 2007. Por lo tanto, este es un informe parcial que da cuenta de los resultados alcanzados por el plan.

El equipo de la Subsecretaría entiende que las acciones de planificación y evaluación son momentos de un mismo proceso. De esta manera, la gestión se realiza de manera integrada y con la misma modalidad.

El Plan Trienal de la Gestión Pública fue elaborado en forma participativa por los siguientes actores:

· Funcionarios provinciales.

· Consejeros directivos de la Subsecretaría de la Gestión Pública.

· Consejeros académicos de la Subsecretaría de Gestión Pública.

· Subsecretaría de la Gestión Pública de Nación.

· Referentes de capacitación.

· Equipos de trabajo de las distintas áreas de la Subsecretaría. 

La definición del Plan incluye fundamentaciones, definición del contexto y punto de partida, proyectos, resultados esperados, metas, acciones e indicadores.

Este proceso de definición del plan se nutrió principalmente de tres elementos:

· Los valores y lineamientos del Gobernador con relación al rol Estatal en general,  y la Gestión Pública en particular, desarrollados por la Subsecretaría en un Plan Institucional de alcance plurianual.

· El conocimiento de la realidad concreta de la Provincia de Buenos Aires, las necesidades de su gente y su administración.

· El reconocimiento de las condiciones de viabilidad y oportunidad para llevar adelante cada una de las acciones contempladas en el Plan.
Los objetivos del plan trienal son: 

· Fortalecer el Estado como proyecto político social. Planificar y gestionar valores públicos en un contexto de progresiva y efectiva participación social que consolide los valores democráticos y el proyecto nacional.

· Incorporar efectivamente las innovaciones de carácter transformador en el ámbito público, para aumentar su capacidad de acción.

· Formar para el cambio cultural, tanto a los funcionarios de gobierno y los agentes estatales como a los dirigentes políticos y sociales. 

MARCO TEÓRICO DEL SISTEMA DE EVALUACIÓN DE LA SUBSECRETARÍA

La gestión de los bienes  públicos implica, de manera integrada, competencias políticas, técnicas y administrativas.

Mucho se ha escrito sobre la dificultad de diálogo entre las esferas de la política y la administración, sobre las diferentes lógicas de funcionamiento de una y otra, sobre los encuentros y desencuentros históricos de los actores políticos y los actores de la administración.

Para nosotros la política es la actividad que otorga sentido a la administración pública, al transformar en agenda pública las aspiraciones, deseos, objetivos y necesidades de las comunidades locales, provinciales y nacionales.

En el desarrollo de este tema los autores coinciden en afirmar que existen una serie de momentos y acciones en el límite de las dos esferas (política y administración), cuando claramente se puede observar la dimensión “política” de la administración.

Uno de los momentos es el proceso de formulación del presupuesto público, cuando las administraciones se juegan su capacidad de acción.

El segundo tipo importante de dimensión política de la administración es el proceso de evaluación y / o rendición pública, por medio del cual otros organismos formales pueden tratar de limitar la autonomía de una administración determinada.  

La evaluación de la gestión pública es una actividad política que pone en juego convicciones, valores y posturas acerca del Estado y la administración.  No es un proceso “técnico” como sinónimo de neutral o aséptico.

Se puede definir a la evaluación como una práctica (política y técnica) de construcción, procesamiento, análisis y comunicación de información de utilidad para mejorar aspectos de la definición, implementación y resultados de las políticas públicas. La evaluación en sí misma es un proceso de aprendizaje sobre la gestión, a través de la reflexión crítica sobre los diferentes aspectos que conforman la definición, implementación y resultados de una política pública.

La Subsecretaría de la Gestión Pública considera que es necesario promover enfoques políticos integrales de la evaluación. Es decir, el centro de la atención al momento de diseñar sistemas de evaluación de la gestión debe estar puesto en el aprendizaje sobre la gestión, el cumplimiento de los objetivos estratégicos de gobierno y el fortalecimiento de la capacidad del gobierno para mejorar las condiciones de vida de la población. 

Algunas notas sobre el funcionamiento del sistema de evaluación de la subsecretaría

El diseño del sistema de evaluación, al igual que el momento de planificación, fue protagonizado por cada uno de los equipos de trabajo de las diferentes áreas y diseñado de acuerdo con las condiciones de viabilidad del sistema.

Las categorías que expresan la desagregación del plan trienal de la gestión pública son
:

· Programas

· Proyectos

· Objetivos

· Metas 

· Actividades

· Resultados esperados

· Indicadores

La Subsecretaría no tiene un área dedicada específicamente al seguimiento y evaluación del plan trienal. Entendemos que la competencia de evaluar le corresponde a los responsables de llevar a cabo cada una de los proyectos del plan, y consideramos que generar un área separada que se dedique únicamente a evaluar es promover un compartimento que perdería la visión integrada e integral que queremos darle a nuestro sistema de evaluación. 

La metodología participativa se hace visible entonces desde la conformación del equipo de trabajo que está a cargo de la evaluación del plan trienal. 

Este equipo está conformado por “delegados” de cada una de las áreas, que tienen como responsabilidad llevar acabo las acciones de evaluación de su “porción” del plan trienal. El trabajo de seguimiento y evaluación del plan es coordinado por la Unidad de Coordinación técnica (UCT) que tiene rango de dirección, pero no cuenta con equipo de trabajo propio. El equipo de evaluación está conformado entonces por la  UCT que coordina el sistema de evaluación y quienes en las diferentes áreas tienen a cargo el seguimiento del plan trienal.

El sistema de evaluación se desarrolla en 4 momentos:

· Diagnóstico.

· Proceso.

· Resultados.

· Impacto.

En cada uno de los momentos las estrategias utilizadas son participativas, y además descentralizadas. Es decir que la Unidad de Coordinación Técnica expresa, coordina e implementa los lineamientos del sistema de evaluación desde una mirada general e integrada, pero cada uno de los proyectos tiene a su vez sus propias estrategias de evaluación.

El tipo de evaluación llevada a cabo en esta etapa ha sido interna. Es decir que a diferencia del momento inicial de planificación –en el cual tuvieron participación actores externos a la Subsecretaría – en este momento de evaluación de proceso o intermedia (por el período de realización con respecto al desarrollo del Plan Trienal)  participaron solamente los equipos de trabajo y responsables de proyectos de la Subsecretaría.

En la etapa de evaluación de resultados, al finalizar la implementación del Plan Trienal, serán convocados los actores externos que tuvieron participación al inicio del proceso. 

Los aspectos evaluados en esta etapa fueron:

· Aspectos técnicos: revisión de las metodologías, técnicas y materiales utilizados. Revisión de su calidad, pertinencia, disponibilidad y aceptación en el marco de los valores y códigos sociales. 

· Análisis de las capacidades grupales e institucionales: necesidades de cambio en las formas de gestión.

· Aspectos administrativos: análisis de los procesos, registros y flujos de trabajo diseñados para llevar adelante la política, el plan o programa. 

· Aspectos económico–financieros: relación costo - beneficio. Incidencia presupuestaria. Flujo financiero previsto.

No se ha llevado a cabo en esta instancia la evaluación de los siguientes aspectos:

· Aspecto político: oportunidad de las decisiones tomadas en el marco del plan o programa. Viabilidad. Ventajas y nuevos problemas que supone cada decisión. 

· Aspecto social: aceptación social de la política. Impacto social. Consecuencias no previstas.

· Metas alcanzadas: Control de resultados alcanzados hasta el momento. Redefinición de plazos.

La elección del tipo de evaluación (interna) y los aspectos evaluados se debe a una cuestión de viabilidad y oportunidad.  Siendo esta evaluación de proceso resulta muy costoso y poco viable involucrar a los actores externos. De la misma manera, la evaluación de los aspectos políticos y de impacto social serán contemplados al finalizar la implementación del Plan Trienal de la Gestión Pública.

 El Plan Trienal de la Gestión Pública 2004-2007fue la referencia y el punto de partida para evaluar, y con él los procesos de trabajo, los logros previstos y no previstos, las relaciones entre los diferentes equipos y áreas de la Subsecretaría.  

El proceso fue coordinado por la Unidad de Coordinación Técnica Administrativa, un área de servicio interno que colabora con los responsables de las áreas de la Subsecretaría en el diseño, aplicación y comunicación del proceso de planificación y evaluación. Ello significa el diseño  de las estrategias para la evaluación de proceso, de resultados e impacto, los instrumentos para la recolección y  análisis de los datos, la comunicación de resultados y el impacto de sus acciones.

En el Cuadro 2 se puede encontrar la síntesis de las características de la evaluación llevada a cabo.

ESTRATEGIA DE EVALUACIÓN

En materia de planificación y evaluación, el año 2005 estuvo destinado principalmente a la desagregación del Plan en resultados esperados, la identificación de las actividades y definición de los indicadores de gestión. Además, se dieron los primeros pasos en el diseño del sistema de evaluación de la Subsecretaría.

En el mes de diciembre de 2005 los equipos de trabajo – conformados por todas las personas que se desempeñan en la Subsecretaría- se reunieron en talleres con el desafío de evaluar la gestión de ese año y los avances del Plan Trienal.

Los talleres se realizaron en cuatro niveles de participación: 

1. Los equipos de trabajo; 

2. Las direcciones de línea; 

3. Las direcciones provinciales; 

4. Plenario general en el que fue posible presentar y valorar todo el trabajo realizado por la Subsecretaría.

En el cuadro 3 es posible consultar sobre la descripción del trabajo en talleres. 

Los diferentes equipos trabajaron con las mismas consignas básicas, a las que se agregaron otras que respondían a la idiosincrasia de cada una de las áreas.

La Unidad de Coordinación técnica estuvo a cargo de la coordinación de estas reuniones: la definición de las consignas, la asistencia a cada uno de los talleres para colaborar con el desarrollo de la evaluación y la organización del plenario final.

El desafío fue lograr que cada persona pudiera participar del proceso de evaluación, pero llegando a una síntesis que hiciera posible presentar los logros de cada equipo de trabajo en el plenario final.

Los ítem tenidos en cuenta por los equipos de trabajo fueron los siguientes:

1- Resultados 2005.

2- Logros no previstos.

3- Desafíos 2006.

4- Relaciones estratégicas con otras áreas de la Subsecretaría.

5- Proyectos destacados de la Subsecretaría en general.

Por cuestiones de espacio no presentaremos en este artículo los resultados de la evaluación intermedia
. Debido a que el objetivo de esta segunda parte ha sido la presentación de la metodología de trabajo, nos interesa compartir cuales han sido los aspectos positivos de la misma.

A MODO DE CONCLUSIÓN

Una de las características más destacadas es la estrecha relación que guardan en la Subsecretaría la formulación del Plan trienal de la Gestión Pública con la gestión diaria.

Quienes gestionan sistemas de planificación y evaluación saben  que, si bien esto puede considerarse un sobrentendido, en realidad es habitual encontrar planes de gestión descansando en el escritorio de los directivos y los archivos de los consultores. Mientras que la realidad corre por carriles diferentes y “las urgencias” ocupan la amyor parte de la agenda.

Por otra parte, el hecho de definir y gestionar los procesos de planificación y evaluación a través de metodologías participativas, hace que todos las personas que trabajan en la subsecretaria se sientan artífices del Plan Trienal, y por lo tanto se comprometan con los resultados alcanzados.

Los resultados del plan trienal también se ven influidos positivamente por la participación de todos los actores de la subsecretaría.

Existe una coherencia entre los diferentes proyectos, una integración entre las áreas, que se atribuye al hecho de haber participado todos en la mesa de consenso y discusión acerca del plan trienal de la gestión pública y su evaluación.

Esta integración y metodología participativa de gestión es visible también desde otras áreas de la administración pública provincial. 

Esto hace que hayan aumentado considerablemente la cantidad de asistencias técnicas requeridas a la Subsecretaría. Por otra parte cada vez es más habitual que los proyectos de innovación de la administración, como así también aquellos temas que cobran especial relevancia en la agenda pública estatal involucren a la subsecretaría de la gestión pública.

El trabajo en diferentes niveles de participación realizado para la evaluación intermedia del plan permitió:

1- La participación de cada una de los actores del equipo de la Subsecretaría.

2- La posibilidad de evaluar desde lo más particular y específico de cada área hasta los aspectos de mayor trascendencia para la Subsecretaría.

3- La oportunidad de compartir entre los diferentes equipos de la Subsecretaría los logros y objetivos alcanzados.

4- La revisión de las formas de trabajo, las fortalezas y debilidades para la transformación.

A modo de síntesis de del desarrollo teórico de este artículo podemos decir:

· Que la ciudadanía no es un todo homogéneo y los intereses de la misma se expresan en una estructura compleja y contrapuesta. Por lo tanto hablar de “satisfacción ciudadana” a secas, sin una definición de bienestar social que sirva como parámetro, no alcanza para diseñar sistemas de evaluación de políticas públicas, ni para generar condiciones de diálogo entre la sociedad, el Estado y los partidos políticos.

· Que la fortaleza de las instituciones políticas es central para un buen funcionamiento del sistema democrático. A ellas les compete la formación de la voluntad y la búsqueda del camino para representar y dar respuesta a la compleja estructura de intereses de la ciudadanía, sobre todo aquellas relacionadas con las necesidades más urgentes.

·  Que la administración es el instrumento por excelencia para llevar a cabo la voluntad política, y como tal es necesario promover una mayor profesionalización, flexibilidad organizacional y calidad de gestión. Teniendo en cuenta que las administraciones que hoy tenemos son el fruto de un proceso histórico, cultural y social donde todos los componentes del sistema democrático tienen alguna responsabilidad.

· Que la evaluación se presenta como una forma de vínculo entre los diferentes componentes de la democracia, y quienes trabajan en evaluación deben tener en cuenta que las políticas no se explican desde el esquema “acción racional respecto de fines”, y por lo tanto la forma de evaluarlas debe asumir la complejidad que las caracteriza. En este sentido los métodos participativos son una excelente forma de atender a la diversidad de “miradas” que conforman una política pública.
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Cuadro 3 Descripción del trabajo en talleres
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RESUMEN

Existen diferentes enfoques que explican el desarrollo conceptual y práctico de la evaluación de políticas públicas. Por un lado están quienes resaltan la importancia de la validez interna de la evaluación,  generarando conclusiones objetivas sobre los resultados de un programa. Un segundo enfoque pone el énfasis en la utilidad de la evaluación para la toma de decisiones. Existe a su vez un tercer enfoque, que se concentra en hacerse eco de las perspectivas divergentes, promoviendo la valoración de los programas desde las diferentes miradas que lo conforman: decisores, usuarios, implementadores y técnicos.

El sistema de evaluación de la Subsecretaría de la Gestión Pública de la provincia de Buenos Aires se desarrolla bajo los siguientes parámetros:

· La construcción de información confiable.

· La utilización de esa información como estrategia de aprendizaje continuo.

· La participación en el proceso de evaluación de todos los actores involucrados como forma de democratización de la gestión estatal.

La estrategia participativa permite además legitimar la existencia de los programas, impulsando que los actores involucrados y usuarios se apropien de sus resultados y los procesos para lograrlos.

El artículo presenta las estrategias utilizadas por la Subsecretaría para evaluar los programas propios y los proyectos de innovación de las diferentes oficinas provinciales.

(*) Responsable de Programas de Evaluación de la Subsecretaría de la Gestión Pública de la Provincia de Buenos Aires.

Voluntad política de la ciudadanía en función de los resultados de gobierno





Comunicación de resultados de gobierno y gestión





Definición de bienestar social y los parámetros de valoración.





Expresión  de objetivos de gobierno. Diálogo  con los demás actores del sistema 





Planificación y evaluación / diálogo entre los componentes








Formación de la voluntad


Representación de intereses





Ciudadanía


Diferenciación de la estructura de intereses





Mejora de las condiciones de vida de la población





Formulación de políticas públicas





Profesionalización y flexibilización de la Administración 





Fortalecimiento de las instituciones políticas








� Para conocer el Plan trienal de la Gestión Pública ver � HYPERLINK "http://www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar" ��www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar� 


� Los documentos del Plan Trienal de la Gestión Pública se pueden consultar en http://www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar/


� Este apartado es una síntesis del documento sobre planificación y evaluación en el Estado y la guía para evaluar de la Subsecretaría de la Gestión Pública. Por lo tanto para ampliar definiciones, tipos, enfoques, estrategias y aspectos de la evaluación consultar � HYPERLINK "http://www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar/html/documento4.doc" ��http://www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar/html/documento4.doc� 


� Para ver el documento completo consultar � HYPERLINK "http://www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar/html/plantrienal.doc" ��http://www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar/html/plantrienal.doc� 


� Para consultar el informe completo ver � HYPERLINK "http://www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar/html/plantrienal05.doc" ��http://www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar/html/plantrienal05.doc� 





